DECLARACION DE LA EXPERTA INDEPENDIENTE SOBRE LA CUESTIÓN DE LAS OBLIGACIONES DE DERECHOS HUMANOS RELACIONADAS CON EL ACCESO AL AGUA POTABLE Y EL SANEAMIENTO
(MISIÓN OFICIAL A COSTA RICA, 
19-27 MARZO 2009)

27 de marzo de 2009
Del 19 al 27 de marzo del 2009 he efectuado una misión en Costa Rica. El propósito de mi visita fue valorar la forma en que Costa Rica implementa sus obligaciones de derechos humanos relativas al agua potable y saneamiento. Éste es el primer país que visito desde que asumí mi mandato como Experta Independiente en noviembre del 2008.

Permítanme iniciar expresando mi gratitud al Gobierno de Costa Rica por invitarme al país. La disposición de cooperar con la comunidad internacional, acreditada por la invitación abierta formulada por el Gobierno a los titulares de procedimientos especiales designados por el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, es admirable, y quisiera aprovechar esta oportunidad para agradecer al Gobierno la apertura mostrada antes y durante la misión. También quisiera expresar mi gratitud al PNUD por el apoyo brindado a la organización de mi visita.

Durante la misión me reuní con representantes de un amplio número de organismos, incluyendo al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, Asamblea Legislativa, municipalidades, Poder Judicial, Defensoría de los Habitantes, Cámaras de Industria y de Agricultura, organizaciones de la sociedad civil, agencias y organismos de Naciones Unidas, academia y sector privado.

Asimismo, durante mis nueve días en el país, viajé a varias localidades en las provincias de Guanacaste, Puntarenas, Limón y Cartago, donde visité escuelas, parques nacionales y una comisaría de policía, con la finalidad de examinar asuntos relacionados con mi mandato. En estas localidades tuve la oportunidad de reunirme con diversos actores.

Acojo con agrado el progreso significativo hecho por el Gobierno de Costa Rica al incrementar el acceso al agua potable y al saneamiento. Costa Rica, con aproximadamente un 82 por ciento, ostenta uno de los índices más altos de población con acceso al agua potable en América Latina y el Caribe. El país también ha hecho avances importantes en el ámbito de saneamiento con un promedio de 98 por ciento de la población urbana y rural que tiene acceso a una fuente mejorada de saneamiento 
También manifiesto mi satisfacción con relación a la visión más integral del Gobierno relacionada con los problemas e interacciones existentes entre saneamiento, calidad y seguridad del agua, protección ambiental y salud.

A través de los años, Costa Rica ha desarrollado un marco legal comprensivo para la protección del acceso al agua potable y al saneamiento. Aprecio particularmente que la política nacional en el ámbito de la gestión del agua reconozca que el acceso al agua potable constituye un derecho humano inalienable, y que el uso del agua para consumo personal se prioriza sobre cualquier otro. Sin embargo, también noto que la Ley de Aguas, que data de la década de 1940, ya no responde a la situación social y económica del país, requiriendo de una revisión y actualización. Existe, de hecho, una sólida conciencia en el país sobre la necesidad urgente de una nueva Ley sobre el Agua.

No obstante, a pesar de la situación positiva, en términos generales, en cuanto a la provisión de agua y saneamiento en Costa Rica, existen aún desafíos por delante.

Analizando el marco institucional del sub-sector de agua en el país, mi opinión es que las competencias relativas al agua y saneamiento están dispersas entre un número amplio de autoridades, lo cual genera traslapes de competencias y falta de claridad en la materia. Esta circunstancia también hace difícil identificar el rol y competencias de las instituciones que trabajan en el sector sub-hídrico.

Distintas instituciones, con responsabilidad para monitorear y fiscalizar el cumplimiento del marco normativo sobre agua y saneamiento, incluyendo el Tribunal Administrativo Ambiental, no tienen recursos humanos y financieros suficientes para llevar a cabo sus mandatos. Esto es particularmente cierto con relación a las actividades destinadas a hacer valer el cumplimiento con la legislación para prevenir la contaminación del agua o la perforación ilegal de pozos, entre otros. En efecto, distintos actores con quienes me reuní identificaron este aspecto como uno de los más grandes desafíos que enfrenta Costa Rica en el ámbito de agua potable y saneamiento.

Aunque, como mencioné previamente, el porcentaje general de población con acceso a agua potable es muy alto para la región, la verdad es que persisten disparidades significativas entre las áreas rurales y urbanas. Mientras que en las urbanas el acceso es de más de un 95%, en las rurales es de apenas un 60%. Aún más, las personas que pertenecen a grupos marginalizados y en condiciones de vulnerabilidad, como indígenas, afrodescendientes, trabajadores migrantes y personas viviendo en situación de pobreza, a menudo carecen de acceso a agua potable y a saneamiento – como lo han mencionado los Órganos de Tratados de Derechos Humanos de la ONU en varias ocasiones.

Las disparidades e inequidades en precios del agua, los cuales dependen de las autoridades que son responsables por el manejo y provisión del agua –AyA, municipalidades o ASADAS – también son preocupantes. Noto igualmente que no existe una política nacional sobre agua que tome en consideración la situación especial de las personas viviendo en situación de pobreza.

La contaminación de las aguas con químicos y con aguas servidas, principalmente en áreas costeras y en zonas de cultivo agrícola intensivo, es un aspecto que me preocupa, compartido además por distintos actores en el país. 

Me inquieta también el hecho que algunas personas con las que me reuní en Sardinal me informaron acerca de su supuesta falta de acceso al agua potable y del temor de las poblaciones con relación al incremento en la escasez de agua en la región.

Además, quiero expresar mi preocupación por el hecho que el tratamiento de aguas servidas del país abarca sólo el 3,5%. Sin embargo, acojo con beneplácito el reconocimiento público del Gobierno con relación a los problemas que el país enfrenta en materia de saneamiento, así como la muy significativa inversión financiera que está asumiendo para solventar la situación. También reconozco y acojo con agrado el hecho que el Gobierno anunció su intención de incrementar las estadísticas de 3,5% en el 2008 a 28% en el 2015 en cuanto a cobertura de tratamiento de aguas servidas.

Me gustaría aprovechar esta ocasión para hacer algunas recomendaciones muy preliminares. Mi intención es formular recomendaciones más articuladas a los diferentes actores con los que me reuní en mi informe final al Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, que estarán listas en los próximos meses. Este informe será discutido formal y públicamente el próximo mes de setiembre. 

Quisiera entonces hacer las siguientes

Recomendaciones preliminares:

1. Mejorar, con carácter de urgencia, el tratamiento y disposición final de aguas residuales y de aguas negras en todo el país, incluyendo las áreas rurales y costeras, con el propósito de reducir la contaminación de las fuentes de agua.

2. Impulsar, tan expeditamente como sea posible, la adopción de una nueva Ley de Recurso Hídrico. La nueva ley debería expresamente reconocer el agua como un derecho humano, en seguimiento tanto a las decisiones adoptadas por la Sala Constitucional sobre la materia  como a la Política Nacional en Materia de Gestión de Recursos Hídricos. En la redacción de esta Ley, el Comentario General No. 15 sobre “El derecho al agua” del Comité de las Naciones Unidas sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales debería ser tomado en consideración. Finalmente, los miembros de organizaciones de la sociedad civil cuyo trabajo está vinculado a los derechos humanos y a las cuestiones ambientales y relativas al agua deberían estar implicados en el diseño así como en la futura implementación de la ley.

3. Adoptar todas las medidas necesarias, incluyendo acciones afirmativas, para eliminar cualquier forma de discriminación indirecta contra personas que pertenecen a grupos marginalizados y en condiciones de vulnerabilidad, incluyendo a los pueblos indígenas, afrodescendientes, migrantes y personas viviendo en situación de pobreza. Adoptar igualmente las medidas necesarias para remover las barreras económicas, sociales y geográficas que impiden a estas comunidades el acceso a agua potable y saneamiento mejorado.

4. Aclarar las funciones y competencias de las instituciones que trabajan en el sector sub-hídrico con el objetivo de mejorar la eficiencia en la gestión del agua y evitar posibles conflictos y traslapes de competencias. Considerar racionalizar, y posiblemente simplificar, la organización del sub-sector hídrico.

5. Mejorar la capacidad de los cuerpos responsables de monitorear y asegurar la fiscalización de la legislación en materia de agua y saneamiento, incrementando sus recursos humanos y financieros. Asegurar el correcto cumplimiento de las decisiones adoptadas por estos cuerpos.

6. Proveer información a actores relevantes, especialmente a organizaciones de la sociedad civil y a miembros de comunidades afectadas, y participarlos de los procesos de adopción de decisiones relacionados con el uso y gestión de los recursos hídricos.

7. Llevar a cabo un estudio comprensivo sobre la disponibilidad y calidad de las aguas superficiales y subterráneas, un balance hídrico, con la finalidad de determinar la disponibilidad de agua para diferentes usos.

